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INFORME ACERCA DE LA SOLICITUD DE COMPARECENCIA, EN SESIÓN DE TRABAJO, DE 

D. MIGUEL SANZ SESMA, EN CONDICIÓN DE EX PRESIDENTE DE CAN

1.º El Grupo Parlamentario Aralar-Nafarroa Bai formuló la siguiente solicitud (8-13/SET-00037), registrada el 27 de febrero de 2013: 

“Que la Mesa y Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra, acuerde que este Parlamento solicite la comparecencia, en Sesión de trabajo, de D. Miguel Sanz Sesma en condición de Ex Presidente de CAN en los años 2002 a 2010.

Dicha comparecencia tendría como objeto la explicación por parte del Sr. Sanz Sesma de aquellas decisiones tomadas a lo largo de estos años en los diferentes órganos de CAN donde él era Presidente y que pudieran haber influido en la desaparición final de CAN.

El desarrollo de dicha comparecencia se realizará en los mismos términos que la realizada por quien fue Director de CAN, Enrique Goñi”.
Dicha solicitud fue examinada en la sesión de la Mesa y Junta de Portavoces del pasado día 4 de marzo. En el transcurso del debate acerca de su admisión diversos Portavoces expresaron sus dudas acerca de que la solicitud de comparecencia en sesión de trabajo fuera reglamentariamente viable, en consideración a que, siendo el Sr. Sanz Sesma una persona que no desempeña cargo público alguno y tratarse por tanto de una persona privada o particular, la comparecencia solo podría acordarse con su previo consentimiento. El Portavoz del Grupo Parlamentario proponente expuso que, más allá de las dudas suscitadas por la ausencia de consentimiento, lo que debía dilucidarse era la legitimidad de los Grupos Parlamentarios para solicitar esta clase de comparecencias en asuntos de marcado interés público, cuestión que a su juicio debía responderse afirmativamente. Por otra parte, la representación del Grupo Parlamentario solicitante reconoció no haber consultado con el eventual compareciente su disposición a acudir a la sesión de trabajo.

A la vista de las propuestas de los Portavoces, la Presidencia sometió a la consideración de la Junta, en primer lugar, la admisión de la solicitud de comparecencia en los términos en que estaba planteada, que fue rechazada por la oposición de los Portavoces de los Grupos Parlamentarios UPN y PP, la abstención del Portavoz del Grupo Parlamentario SN, frente al apoyo prestado por los Portavoces de los Grupos Parlamentarios Bildu-Nafarroa, Aralar-Nafarroa Bai e Izquierda-Ezkerra. Asimismo, sometió a votación la propuesta de solicitud de un informe a los Servicios Jurídicos sobre los requisitos de procedibilidad de las solicitudes de comparecencia en sesiones de trabajo, que fue apoyada de forma unánime por los Portavoces de los distintos Grupos Parlamentarios. A dar respuesta a ello se dirige el informe que nos ocupa.

2.º La materia de las comparecencias parlamentarias se halla regulada en diversos preceptos del Reglamento del Parlamento de Navarra (RPN), con pretendida diferenciación, en algunos casos, del carácter o naturaleza de los comparecientes y del tipo de sesión en que han de tener lugar.

En primer lugar, dentro de las “Normas Generales” relativas a las Comisiones (Sección 1ª del Capítulo III), el artículo 56, en su apartado 1, faculta a las Comisiones, por conducto del Presidente del Parlamento, a lo siguiente:

“a) Recabar del Gobierno y de las Administraciones Públicas de Navarra la información y documentación que precisen para el cumplimiento de sus funciones.

b) Requerir la presencia ante ellas de los miembros de la Diputación Foral, así como de las autoridades y funcionarios públicos competentes por razón de la materia objeto del debate, para que informen acerca de los extremos sobre los que fueran consultados.

c) Solicitar la presencia de cualesquiera otras personas con la misma finalidad”.
En segundo lugar, entre las funciones atribuidas a la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra por el artículo 44.7ª del RPN, se encuentra la de “requerir la presencia de autoridades, funcionarios y personas, conforme a lo previsto en el artículo 56”, ya transcrito. La concreción del desarrollo de las sesiones y del procedimiento de solicitud de comparecencia de los miembros del Gobierno de Navarra se configura en el artículo 203 del RPN.

Por último, de forma un tanto atípica, en el artículo 54 del RPN, referido a la asistencia a las sesiones de la Comisiones, se establece:

“3. La Mesa, previa audiencia de la Junta de Portavoces, podrá acordar la celebración de sesiones de trabajo de las Comisiones, que tendrán carácter informativo o deliberante, sin que se levante acta de las mismas. Siempre que así lo acuerde la Mesa a petición del proponente, podrán asistir a dichas sesiones los medios de comunicación”.

La regulación de las comparecencias establecida en nuestro Reglamento presenta ciertas peculiaridades respecto a lo que es común en el derecho parlamentario comparado español (Cortes Generales y Parlamentos autonómicos). Tales peculiaridades suscitan a menudo problemas interpretativos dimanantes del desajuste con el sistema general parlamentario también vigente en nuestra Cámara y que tuviera como modelo el Reglamento del Congreso de los Diputados. Las singularidades afectan preferentemente a las atribuciones de la Mesa y Junta de Portavoces en relación con la configuración de las llamadas “sesiones de trabajo”. Es el caso que en la generalidad de los Reglamentos no se contempla la especificidad de tales sesiones de trabajo, en la forma en que lo hace nuestro Reglamento, materia que fue tratada en el informe de estos Servicios Jurídicos de 16 de noviembre de 2003, cuyos postulados reiteraremos en esta ocasión. La regulación reglamentaria resulta hoy complementada por la Resolución de la Presidencia del Parlamento de Navarra, de 10 de marzo de 2008, por la que se aprueban las Normas sobre el desarrollo de las sesiones de trabajo y de las visitas autorizadas por la Mesa del Parlamento de Navarra, a la que nos referiremos posteriormente. 

3.º Tal como se deriva de los preceptos reglamentarios transcritos, el RPN únicamente atribuye de forma expresa a la Junta de Portavoces y a las Comisiones la facultad de “requerir” o de “solicitar” la presencia de autoridades, funcionarios y cualesquiera otras personas. A su vez, el RPN se refiere solo específicamente a los solicitantes de comparecencias de miembros del Gobierno de Navarra (artículo 203.2 del RPN), señalando que si la solicitud se realiza “... al menos, por una quinta parte de los miembros del Parlamento o de los Grupos Parlamentarios que, como mínimo, tengan tal representación, la Junta de Portavoces acordará la convocatoria de la sesión informativa”. Fuera del supuesto de los miembros del Gobierno de Navarra, nada establece el RPN, aunque la práctica parlamentaria sistemáticamente ha admitido a trámite toda solicitud de comparecencia formulada por uno o varios parlamentarios o Grupos Parlamentarios si se reúnen los restantes requisitos reglamentarios. Cuestión distinta es la resolución sobre la comparecencia en los supuestos no contemplados en el artículo 203.2 del RPN, puesto que el RPN, como los de las restantes Cámaras del Estado español, no establece un derecho del parlamentario o de los Grupos Parlamentarios a la celebración de la comparecencia solicitada, sino -por el contrario- una facultad de los órganos competentes para acordarla o denegarla de manera discrecional, a la vista de las circunstancias concurrentes.

Dicho todo lo anterior, el caso de las sesiones de trabajo presenta singularidades que ameritan su análisis específico.

4.º En efecto, tal como sostuviéramos en el informe jurídico de 2003, la figura de las sesiones de trabajo resulta “equívoca y algo artificiosa”. De la simple dicción del artículo 54.3, relativo a la celebración de “sesiones de trabajo...., que tendrán carácter informativo o deliberante..”, muy poco podemos deducir acerca de la esencia o carácter de este mecanismo parlamentario. Solo la mención a sus antecedentes puede aportarnos un cabal entendimiento de la figura y de su ubicación en lugar tan singular y, si se nos permite la expresión, extravagante, como el precepto destinado a  regular la asistencia y publicidad de las sesiones de las Comisiones.

Pues bien, en lugar de hacer uso de las previsiones reglamentarias de carácter general respecto a las solicitudes de comparecencia (previstas en los artículos 44.7ª y 56 RPN) se optó en su día por una vía distinta para el caso de quienes no ostentasen la condición de miembros del Gobierno de Navarra. En efecto, en el primer Acuerdo regulador de las sesiones de trabajo (Acuerdo de la mesa de 19 de abril de 1993), se estableció:

“1º.- A los efectos de regular el régimen de publicidad de las sesiones de trabajo de las Comisiones del Parlamento de Navarra, se aprueban las siguiente Normas:

Primera.- Antes de comenzar la sesión podrán tomar imágenes los redactores gráficos y cámaras de TV durante unos breves minutos.

Segunda.- Al finalizar la sesión la persona, personas o colectivos asistentes podrán hacer declaraciones a la prensa, en la Sala de Ponencias.

Tercera.- Las sesiones o reuniones de trabajo de las Comisiones se considerarán sesiones secretas, a los efectos de lo dispuesto en el Reglamento.
Cuarta.- Estas Normas serán también aplicables a las sesiones de las Comisiones Especiales”.

Tal como se derivaba de los términos del Acuerdo, las sesiones de trabajo eran secretas, sin que pudiesen asistir a ellas –durante su desarrollo- los medios de comunicación, a diferencia del régimen general de las sesiones de las Comisiones establecido en el propio artículo 54.1 y 2 RPN. Al propio tiempo, contradictoriamente, en tanto los miembros de la Comisión debían guardar silencio sobre el contenido de la sesión secreta, se permitía a los comparecientes trasladar declaraciones a la prensa. Todo ello, como se resaltaba en el citado informe, resultaba difícilmente compatible con las disposiciones reglamentarias entonces vigentes. La ulterior reforma del RPN, contenida en el artículo 54.3, aún manteniendo la prohibición de acceso a los medios de comunicación, no consideraba secreta la sesión y permitía otorgarle carácter deliberante 

En su momento, al margen de las deficiencias técnicas del diseño normativo, esta configuración de las sesiones de trabajo fue tenida por funcional, tanto por su versatilidad para el tratamiento de asuntos de interés, estuviesen o no en tramitación, como por su flexibilidad respecto al propio objeto de la sesión, de carácter no solo informativo. La experiencia puso de manifiesto la ductilidad de este mecanismo, favoreciendo la predisposición de los órganos rectores de la Cámara a la comparecencia de personas y entidades del más variado carácter y a tal predisposición no era ajena, precisamente, el cierre de la sesión a los medios de comunicación y el no levantamiento de acta. En cualquier caso, este mecanismo parlamentario ha permitido la presencia en el Parlamento de una diversa gama de representantes de entidades privadas y particulares e incluso, de forma más que discutible, en algunas ocasiones, sirvió para comparecencias informativas del Gobierno de Navarra sin medios de comunicación. Por último, ha sido nota definitoria de esta clase de sesiones la estricta voluntariedad de la asistencia de los sujetos cuya comparecencia era objeto de solicitud, cuyo origen las más de las veces se fundamentaba en el interés de ellos mismos por comparecer.

Sea como fuere, en la reforma del RPN, operada el 15 de marzo de 2007 se dio al artículo 54.3 la redacción que hoy mantiene y que ha sido vista. La reforma afectó a la clave de bóveda del diseño de la sesión de trabajo y que en su día justificó su implantación: el carácter secreto de la sesión. Ahora, en redacción peculiar, se establece que “podrán asistir a dichas sesiones los medios de comunicación”, pero, “siempre que así lo acuerde la Mesa a petición del proponente”. A la vista está que una gran mayoría de las sesiones de trabajo resultan abiertas a los medios de comunicación, en coherencia con el propósito de la reforma.

Sentado lo anterior, como elemento trascendental de innovación respecto al modelo inicial de sesión de trabajo, la estructuración de esta en el nivel reglamentario no resulta sobrada de claridad y precisión:

· Para comenzar, la ubicación del precepto (artículo 54.3 RPN) no resulta hoy más afortunada que en su origen, en vista de la norma casi general de apertura a los medios de comunicación.

· La mera lectura del artículo 54.3 RPN poco, o nada, dice acerca de qué sea una sesión de trabajo. Como ya se ha dicho, la expresión resulta equívoca, puesto que nada abona privar del carácter de “sesión de trabajo” a cualquier sesión parlamentaria. A su vez, la “sesión” no es sino el tiempo de “trabajo parlamentario” de cualquier órgano de la Cámara destinado a debatir y agotar el orden del día (artículo 77 RPN).

Por otra parte, nada específico establece el precepto respecto al objeto de la “sesión de trabajo”, que la diferencie de otra clase de sesiones, toda vez que informar y deliberar es la finalidad propia y primigenia de toda sesión de los órganos de la Cámara. Desde luego, nada induce a sostener que se trate de comparecencias ni, de entre tales, solo las relativas a particulares o entidades privadas. 

Hoy, como cuando analizamos la cuestión en 2003, es la versatilidad del mecanismo y su virtualidad para exonerar la sesión del régimen general de publicidad, sin necesidad de acudir al trámite de la declaración de secreta (artículo 77 del RPN), es lo que justifica la previsión de la figura de la sesión de trabajo. Y, en definitiva, solo su origen -en la forma en que ha sido sintéticamente expuesto- explica su funcionalidad aplicativa a las comparecencias, preferentemente, de quienes no ostentan la consideración de miembros del Gobierno de Navarra u otras autoridades y cargos públicos. Tan es así que la Resolución de la Presidencia de 10 de marzo de 2008 limita las sesiones de trabajo a las comparecencias con “aquellas personas, cargos, asociaciones o entidades” que se propongan.

Pero este régimen no está exento de algún problema, como a continuación expondremos.

5.º Tal como sobradamente conocemos, el artículo 54.3 RPN faculta a la Mesa, previa audiencia de la Junta de Portavoces, a acordar “la celebración de sesiones de trabajo de las Comisiones”. En la línea de limitación de tales sesiones de trabajo a determinadas comparecencias, según hemos adelantado, la Resolución de la Presidencia de 10 de marzo de 2008, literalmente dispone:

“1. Los Grupos Parlamentarios, las Agrupaciones de Parlamentarios Forales y los Parlamentarios Forales podrán solicitar de la Mesa la celebración de sesiones de trabajo con aquellas personas, cargos, asociaciones o entidades que estimen necesario para informarse de cualquier asunto de interés público. La Mesa, previa audiencia de la Junta de Portavoces, podrá acordar la celebración de las sesiones solicitadas. A dichas sesiones podrán asistir los medios de comunicación si así lo acuerda la Mesa a petición del solicitante o del compareciente.

2. En las solicitudes se hará constar el objeto de la comparecencia, las personas o entidades a convocar, concretando, en este caso, su representante legal, el domicilio, teléfono y cualquier otro dato que permita ponerse en contacto con los futuros comparecientes, cuyo número no puede superar el de cinco asistentes a la Comisión. En el caso de personas o entidades privadas, los solicitantes deberán consultar con las mismas su disposición a aceptar la comparecencia”.

A resultas de la regulación derivada de la confluencia de lo previsto en el artículo 54.3 RPN y de la citada Resolución presidencial, cabe destacar los siguientes aspectos, puestos en relación con la solicitud de comparecencia del Sr. Sanz Sesma:

a) En primer lugar, se plantea un problema respecto al órgano competente para acordar la comparecencia. Tal como se ha señalado en el ordinal 1º, a tenor de lo previsto en los artículos 44.7ª, 56.1 y concordantes del RPN, la facultad de “requerir” la presencia de los miembros de la Diputación Foral, así como de otras autoridades y funcionarios públicos, y de “solicitar” la presencia de cualesquiera otras personas ante los mismos órganos, corresponde a la Junta de Portavoces y a las Comisiones. En ningún precepto del Reglamento se otorga dicha facultad a la Mesa del Parlamento. Solo un especial entendimiento implícito de lo previsto en el artículo 54.3 RPN, a la luz de los antecedentes ya vistos y respaldado por una práctica parlamentaria inveterada, inclina a dar por supuesta la competencia de la Mesa para acordar la solicitud de comparecencia de las personas que no sean miembros del Gobierno de Navarra ni otros cargos públicos ante las Comisiones en sesiones de trabajo.

Este entendimiento y esta práctica han resultado avaladas por la norma 1 de la calendada Resolución presidencial: taxativamente dispone que “la Mesa, previa audiencia de la Junta de Portavoces, podrá acordar la celebración” de las sesiones de trabajo solicitadas “con aquellas personas, cargos, asociaciones o entidades” que estimen pertinente los proponentes. Cierto es que subsisten las disfuncionalidades reglamentarias en torno a la controvertida competencia y que una regulación más coherente de la materia será conveniente en aras de paliar cualquier cuestionamiento competencial al respecto. Entre tanto, sin embargo, no parece lo más apropiado variar el criterio y la práctica seguidos hasta ahora, en cuya virtud competería a la Mesa, previa audiencia de la Junta de Portavoces, acordar o rechazar la comparecencia del Sr. Sanz Sesma ante la Comisión correspondiente en sesión de trabajo. 

Proceder este que, por cierto, fue seguido en el caso de la solicitud de comparecencia de la misma persona, en su condición de Presidente de Audenasa, formulada por el Grupo Parlamentario Bildu-Nafarroa. En aquella ocasión fue la Mesa, previa audiencia de la Junta de Portavoces, quien acordó celebrar una sesión de trabajo para que el Sr. Sanz Sesma informase sobre la materia objeto de interés. Respecto a la solicitud que ahora nos ocupa, el Grupo Parlamentario Aralar-Nafarroa Bai postula “que la Mesa y Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra acuerde que este parlamento solicite la comparecencia....”. Al margen de la posible redundancia de la petición, puesto que el Parlamento resuelve a través de sus órganos competentes en las respectivas materias, nada obsta a un pronunciamiento de “la Mesa y Junta de Portavoces”, entendido como acto complejo en el que la primera decide, previa audiencia de la segunda.

b) Conforme a lo previsto en la norma 2 de la reiterada Resolución presidencial de carácter supletorio, las solicitudes de comparecencia han de hacer constar, por un lado, además de su objeto y de las personas a convocar, “el domicilio, teléfono y cualquier otro dato que permita ponerse en contacto con los futuros comparecientes”. Por otro, “en el caso de personas o entidades privadas, los solicitantes deberán consultar con las mismas su disposición a aceptar la comparecencia”  La petición del Grupo Parlamentario Aralar-Nafarroa Bai expresa la identidad de la persona cuya comparecencia se solicita, además de su objeto.

Por lo que se refiere a los datos que facilitan la puesta en contacto con el eventual compareciente, es obvio que no se aportan en la solicitud. La exigencia de este requisito obedece a simples razones de funcionalidad práctica, de tal manera que se facilite a los Servicios de la Cámara la concreción y efectividad de la celebración de la comparecencia, de acuerdo con las posibilidades de los comparecientes. Naturalmente, este requisito alcanza mayor sentido cuanto menor es la notoriedad pública de las personas cuya comparecencia se solicita. En este contexto, la actuación de la Mesa ha sido muy dispar, admitiendo a trámite, unas veces, e inadmitiendo, en otras, las solicitudes sin los datos personales exigidos.

Mayor trascendencia tiene, a nuestro juicio, la exigencia de realizar consultas con los eventuales comparecientes sobre “su disposición a aceptar la comparecencia”, en el caso de que se trate de personas o entidades privadas. Se ha de partir de que el Sr. Sanz Sesma, como aparece notorio, no ostenta en la actualidad cargo público alguno e, incluso, respecto a la cualidad en que se pretende su comparecencia, lo es como “ex presidente de CAN”. A los efectos de que se trata, por tanto, el Sr. Sanz Sesma sería un simple ciudadano particular y la solicitud debería hacer referencia a las consultas sobre su “disposición a aceptar la comparecencia”. Se ha precisado ya que tales consultas no tuvieron lugar, según reconoce la representación del propio Grupo Parlamentario solicitante. A este respecto, en el marco de una regulación de las sesiones de trabajo carente de la precisión debida, se articula una exigencia (“deberán”) jurídicamente mal perfilada, que requiere alguna explicación adicional, en la forma que sigue.

· Como en diversas ocasiones han expresado estos Servicios Jurídicos, no existe norma alguna –parlamentaria o extraparlamentaria- que obligue a los ciudadanos particulares o personas físicas y jurídicas privadas a comparecer ante las Comisiones parlamentarias ordinarias. Únicamente existe este deber respecto a los requerimientos formulados por las Comisiones de Investigación (art. 62 RPN); deber que se impone de forma indirecta, al penalizar el art. 502 del Código Penal a los que “dejaren de comparecer ante Comisiones de Investigación de las Cortes Generales o de una Asamblea Legislativa de Comunidad Autónoma....”. Así las cosas, la premisa de la que se ha de partir es la del carácter estrictamente voluntario de las comparecencias de los particulares a las Comisiones ordinarias; lo cual es común al conjunto de las Asambleas Legislativas del Estado español.

El carácter voluntario de estas comparecencias tiene su reflejo procedimental en algunos Reglamentos parlamentarios. Así, en el caso de la Asamblea de Madrid, el artículo 211 de su Reglamento contempla que, acordada la comparecencia de un particular, la Comisión correspondiente cursa la invitación a la persona interesada con el “ruego de confirmación de su voluntad de comparecer” y solo en el caso de que la respuesta sea afirmativa continúa el proceso parlamentario.

· La normativa propia de nuestro Parlamento dista de expresar, en forma explícita, con tanta claridad como lo hace el Reglamento citado, el curso procedimental de las solicitudes de comparecencia de los particulares En efecto, la simple consulta de la disposición a comparecer, expresis verbis, nada presupone acerca del resultado de tal disposición, positiva o negativa, a hacerlo, como tampoco del proceder de la Mesa según sea el caso. Pero, aunque la literalidad de la norma 2 de la Resolución presidencial presente tales limitaciones, su sentido es obvio y así ha sido siempre entendido: si el resultado de la consulta es negativo, carecería de fundamento lógico y sería superfluo solicitar la comparecencia de quien no está dispuesto a hacerlo. De ahí que se haya entendido y se sostenga que, en virtud del carácter voluntario de esta clase de comparecencias, la admisión a trámite de las correspondientes solicitudes requiere de la disposición favorable de las personas concernidas a comparecer. De acuerdo con este entendimiento, a nuestro juicio, lógico y razonable, de la norma supletoria 2 contenida en la Resolución presidencial de 10 de marzo de 2008, la Mesa –previa audiencia de la Junta de Portavoces- podría considerar la solicitud de comparecencia del Sr. Sanz Sesma indebida o insuficientemente cumplimentada y, en consecuencia, no admitirla a trámite, a tenor de lo previsto en el artículo 37.1.6ª RPN.

d) Dicho todo lo anterior, no es ocioso reseñar el sentido de la práctica parlamentaria en relación con la admisión a trámite y consiguiente resolución de esta clase de solicitudes de comparecencia insuficientemente cumplimentados. Los ejemplos, en este aspecto, son muy diversos y de distinto signo. Se ha dado el caso de inadmisión de solicitudes por simple ausencia de los datos de contacto, hasta su debida aportación, en tanto que en supuestos idénticos la solicitud ha sido admitida y condicionada a la posterior facilitación de tales datos. En lo que se refiere a la disposición favorable del particular afectado para comparecer, tampoco la actuación de la Mesa y de la Junta de Portavoces ha sido uniforme, debiendo precisarse que, a menudo, la simple mención en el escrito de la identidad y de los datos personales de las personas de contacto son indicio suficiente de aquella disposición favorable a comparecer. Siendo muy diversa la causística planteada, creemos que la especial cualidad o notoriedad pública de los eventuales comparecientes ha marcado en cierto modo la pauta de actuación de la Mesa y la Junta de Portavoces. A este respecto, se cuenta con un precedente afectante a la solicitud de comparecencia de la misma persona, que tuviera lugar el pasado año y que pasamos a reseñar.

En efecto, el G.P. Bildu-Nafarroa solicitó el 7 de marzo de 2012 la comparecencia del Presidente de Audenasa, Sr. Sanz Sesma, sin aportar datos personales de contacto ni hacer mención alguna a las consultas realizadas para conocer su disposición a comparecer. En aquel entonces, la Mesa –previa audiencia de la Junta de Portavoces- admitió a trámite la solicitud y acordó celebrar una sesión de trabajo en la que compareciera el Presidente de Audenasa. No obstante, el Acuerdo de 13 de marzo de 2012 precisaba literalmente: 

“Que dada la condición de AUDENASA como empresa sin mayoría de acciones públicas, se consulte previamente a la comparecencia, la voluntad del Presidente de asistir. En caso afirmativo: 1º Celebrar una sesión de trabajo...”

Lo cual significa que la solicitud no fue inadmitida por insuficientemente cumplimentada, sino que –por el contrario- se admitió, acordándose una suerte de sesión de trabajo condicionada a la voluntad afirmativa de la persona afectada, que habría de constatarse tras la celebración de las oportunas consultas previas. La comparecencia tuvo lugar, al aceptarlo el Sr. Sanz Sesma.

Como se ha apuntado, no puede desconocerse la notoriedad pública de quien fuera Presidente del Gobierno de Navarra. Es por ello que los medios de comunicación dan cuenta estos días de su opinión acerca de la comparecencia solicitada, cuyo conocimiento por los parlamentarios integrantes de la Mesa y de la Junta de Portavoces es presumible. La solicitud que examinamos adolece de las mismas insuficiencias que presentase la ya citada del año 2012 y sabemos cómo fue resuelta esta última: su condicionamiento a la respuesta afirmativa del interesado, lo cual no impidió la admisión de la solicitud e incluso la adopción del correspondiente Acuerdo, aunque sujeto a dicho condicionamiento. Más allá de formalismos exacerbados, la fórmula adoptada permite cohonestar el derecho parlamentario a la solicitud de comparecencias con la salvaguarda de la estricta libertad de los particulares para hacerlo.

Desde la estricta perspectiva jurídica que nos compete ya hemos dado respuesta a la cuestión planteada, a la luz de lo previsto en la Resolución presidencial de 10 de marzo de 2008, dictada en complemento de la regulación contenida en el Reglamento del Parlamento de Navarra, y tal es que la Mesa tiene la potestad, previa audiencia de la Junta de Portavoces, para inadmitir a trámite solicitudes de comparecencia que carezcan de los requisitos establecidos, como es -liminarmente- la aquí analizada. Pero se ha expuesto también el diverso proceder de tales órganos parlamentarios ante solicitudes planteadas con distintas insuficiencias, así como –especialmente- la relativa a la comparecencia del Sr. Sanz Sesma en el año 2012, que fuera formulada con ausencia de cumplimiento de idénticos requisitos a la solicitud ahora examinada y que, no obstante, fue admitida a trámite y condicionada su celebración a la decisión afirmativa del interesado. Así las cosas, lo que se observa –tal como sostuviera el tratadista italiano Giuglelmo NEGRI es que “la sustancia política y funcional del instituto parlamentario... no puede reducirse a meras fórmulas jurídicas”, de tal manera que el “derecho parlamentario trasciende la pura técnica procesal”. Pero no corresponde a los Servicios Jurídicos, por ello, adentrarse en el terreno de lo político, sino dilucidar y dictaminar desde la estricta perspectiva jurídica, tal como se ha hecho. La articulación de fórmulas no contempladas expresamente, en sentido estricto, en las normas reglamentarias, es tarea que incumbe a los órganos competentes del Parlamento. En nuestro caso, un derecho básico ha de ser respetado, cual es el derecho del ciudadano particular a comparecer o no ante las Comisiones Parlamentarias.

CONCLUSIONES

Primera. Conforme a la normativa parlamentaria de aplicación, examinada en este informe, corresponde a la Mesa del Parlamento, previa audiencia de la Junta de Portavoces, resolver, tanto la admisión a trámite, cuanto pronunciarse acerca de la celebración de sesiones de trabajo con la comparecencia de particulares o personas físicas o jurídicas privadas, que sean solicitadas por los parlamentarios o Grupos Parlamentarios.

La admisión a trámite de las correspondientes solicitudes procede siempre que reúnan los requisitos establecidos por la normativa vigente. Por el contrario, la decisión acerca de la aceptación o rechazo de la celebración de la sesión de trabajo, es de carácter discrecional.

Segunda. La solicitud que ha sido objeto de análisis, adolece de ciertas insuficiencias, preferentemente, la relativa a la constatación -previas las oportunas consultas- de la disposición favorable de la persona cuya comparecencia se interesa a concurrir a la sesión de trabajo solicitada. En estrictos y exclusivos términos jurídicos, tal solicitud no reúne los requisitos establecidos por la normativa vigente en nuestro Parlamento y, por tanto, es susceptible de no se admitida a trámite.

Tercera. Pese a lo señalado en la conclusión anterior, el proceder de la Mesa y de la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra ha sido dispar ante diversos supuestos de solicitudes de comparecencia en sesión de trabajo, insuficiente o no debidamente formuladas. En diversas ocasiones tales solicitudes han sido admitidas a trámite.

Singularmente, la solicitud de comparecencia afectante a la misma persona, instada en el año 2012, y cumplimentada insuficientemente en igual grado que la examinada en este informe, fue admitida a trámite e, incluso, condicionalmente aceptada para el caso de que el eventual compareciente mostrase su disposición favorable a concurrir a la sesión de trabajo.

A la Mesa y a la Junta de Portavoces corresponde valorar la situación generada y adoptar la decisión que estime más pertinente, partiendo de la estricta voluntariedad y plena libertad de los particulares para comparecer en las sesiones de trabajo de las Comisiones ordinarias que les sea solicitado.

Es cuanto informa el que suscribe y que somete a cualquier otro criterio mejor fundado en derecho.

Pamplona, 6 de marzo de 2013

El Letrado Mayor Adjunto,

Miguel Esparza Oroz
